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Al Señor Secretario Ejecutivo de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Emb. Jorge Taiana.

S/D.

Estimado Emb. Taiana


La Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat (Nuestra Tierra), con el patrocinio del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), se presentan a esta ilustre Comisión a fin de denunciar al Estado argentino por la violación a los artículos: art. 4, art. 5, art. 1.1., art. 29, art. 22, art. 11 inc. 2, art. 16, art. 13, art. 25 de la  Convención Americana sobre Derechos Humanos y los artículos  XII, .XI,  XIII y XXII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.  

I.Materia de esta Petición: 


Quienes aquí nos presentamos somos aborígenes que hemos habitado la región del Chaco-Salteño, en la Provincia de Salta, desde tiempos ancestrales, sin que el Estado Argentino nos haya reconocido aún nuestra propiedad comunitaria sobre esas tierras. No obstante, la denuncia que hoy presentamos no está relacionada con ese título que se nos niega, sino con una iniciativa del Gobierno Provincial, avalada por el Gobierno Nacional, que pone en riesgo la integridad socio-cultural de nuestra comunidad.


En efecto, desde hace algunos años, la Provincia de Salta ha iniciado una ambiciosa obra de construcción que atraviesa nuestra región. Ese proyecto incluye la ya concluida construcción de un puente internacional, así como de otros caminos y edificios diversos. Este proyecto modificará sensiblemente nuestra forma de vida. Si bien, no nos oponemos a que se realicen mejoras, exigimos que ellas se hagan habiendo analizado previamente el impacto socioambiental que tendrán sobre nuestras comunidades y considerando el interés y la opinión de quienes históricamente hemos ocupado esta tierra.


Por este motivo hace tres años, nos hemos presentado ante los tribunales argentinos exigiendo la realización de estos estudios de impacto socio-ambiental. Sin embargo, las autoridades provinciales han rechazado nuestra petición en una absurda decisión judicial convalidada posteriormente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En esta presentación, al igual que en la que oportunamente hicimos ante los tribunales argentinos, sostenemos que las obras en construcción pueden destruir nuestras comunidades si no se realizan previamente los estudios de impacto necesarios, violando de esa forma derechos tan fundamentales como la vida, la integridad física y la protección de la familia, entre muchos otros.

II. Antecedentes:
II.a.. Introducción: 


Previo a  comenzar a relatar los hechos que originan la presente denuncia, consideramos atinado brindar algunos datos que estimamos relevantes acerca de las comunidades indígenas de las que formamos parte y que hoy venimos a representar ante esta Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Las comunidades indígenas que conforman la Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) encuentran reunidos en su seno a los grupos étnicos Mataco (Wichi), Chorote (Iyjwaja), Toba (Komlek), Chulupí (Niwackle), Tapiete (Tapy´y) y son aproximadamente 35. 

Habitamos desde tiempos inmemoriales la zona del Río Pilcomayo, en el Departamento de Rivadavia, Municipio de Santa Victoria Este, Provincia de Salta, República Argentina. Específicamente el asiento de nuestras comunidades es en los lotes fiscales Nº 14 y 55 (los que abarcan aproximadamente unas 600.00 hectáreas), tal como esta Honorable Comisión podrá observar en el mapa de la Provincia de Salta adjuntado como Anexo1. El número de pobladores indígenas al momento de la conquista española- en la zona abarcada por los lotes 55 y 14, parecería no diferir demasiado del actual y de igual manera se mantiene su localización
.   


A pesar de que somos los legítimos poseedores y propietarios de las tierras en las que nos hallamos asentados, tal como lo reconoce la propia Ley Suprema de nuestro país, aún no se nos ha reconocido legalmente como tales. 

No sólo no se nos ha otorgado el título de dominio sino que desde hace algunos años, el Gobierno de la Provincia de Salta lleva a cabo actos que expresamente parecieran desconocer cualquier derecho de nuestras comunidades sobre las tierras referidas.

Hace ya más de una década, luchamos persistentemente para obtener el reconocimiento del título que nos erija como propietarios en forma comunitaria, de los lotes fiscales 14 y 55. Este reclamo comunitario es justo y legítimo.  En este sentido, hemos efectuado innumerables gestiones desde que nuestro país retornó a la democracia en el año 1983, obteniendo como respuesta promesas que hasta el día de hoy siguen siendo sólo eso: promesas. 

II.b. Importancia de la tierra para nuestras comunidades:

Resulta relevante –en virtud del objeto de nuestro reclamo- ilustrar a esta Honorable Comisión acerca de la importancia de la tierra -como recurso económico y cultural- para la vida de nuestras comunidades.


Para nosotros la tierras es mas que un recurso económico, ella es parte esencial de nuestra identidad como cultura diferente. Nosotros nos sentimos ligados de manera indisoluble a ella, por ello decimos: “Ohapehen honhat lhwo” (somos flor de la tierra). Pedimos solamente la propiedad de la tierra donde siempre hemos vivido. Pedimos que se nos respete y que se nos de la posibilidad de vivir en paz en nuestra tierra. 

La tierra constituye un recurso indispensable para nuestras comunidades. Nuestros pueblos son esencialmente cazadores-recolectores. Nuestra forma de vida es recorrer el monte, el río y las aguas buscando lo que nuestros cuerpos necesitan. Hacemos diferentes usos de la tierra en diferentes tiempos del año, aprovechando los recursos disponibles. Pescamos, cazamos, sembramos y recolectamos. Por eso necesitamos libre acceso tanto al río como al monte. 

Vivimos de los alimentos que la tierra nos convida: la miel de las abejas, las frutas de los árboles, los animales del monte, los peces del río y de las lagunas. Somos gente de la tierra. La tierra es nuestra vida. 

La gran mayoría de nuestro pueblo tiene arraigadas costumbres de vida en dependencia plena de la naturaleza, necesitando del río como proveedor de peces y del monte como proveedor de frutas y animales silvestres para su alimentación y usufructo de pieles valiosas, como también de árboles y plantas que brindan maderas, fibras, etc. para la elaboración de productos necesarios como fuente de trabajo y recursos de vida.  

Desde tiempos remotos, se hallan definidas las áreas de recorrido de caza y recolección en la extensión cubierta por los lotes fiscales 14 y 55. Dichas áreas resultan vitales para nuestra supervivencia en razón de que es en los recorridos demarcados tradicionalmente donde encontramos los animales y frutos necesarios para nuestra alimentación
.  

Necesitamos, además, toda la tierra junta y sin subdivisiones o parcelas, porque formamos entre todos una sola comunidad grande. Estamos todos emparentados, compartimos la tierra. Así, cuando vamos al monte a cazar y recolectar miel y frutas, nos encontramos con nuestros vecinos, porque nuestros lugares de rebusque se sobreponen. Los que viven al borde del río se encuentran con los que viven sobre las cañadas; tenemos en común el mismo territorio. 

Es entonces la propiedad de las tierras en forma conjunta lo que históricamente ha constituido nuestra pretensión y no la propiedad individual de algunas parcelas por cada familia o comunidad. Nuestra forma de vida transmitida de generación en generación desde épocas ancestrales, conformada por nuestras costumbres, nuestras creencias, nuestra cultura, concibe la tierra como espacio libre, sin barreras, sin límites. No sabemos pelearnos por los bienes de la tierra. Así, nuestro uso del suelo y del río es de provecho para todos nosotros.   

Lamentablemente, la riqueza del suelo y la abundancia de los recursos naturales ya no son características de nuestro territorio, como en tiempos pasados. 

En nuestras tierras habitan también los criollos, población no indígena, desde que en el año 1902 un grupo de ellos solicitaran al Gobierno Nacional permiso para fundar una colonia en las tierras que se extienden  al sur de la margen derecha del Río Pilcomayo
. Nuestros antepasados, hospitalarios, los trataron con amabilidad y respeto, permitiendo que construyeran sus casas allí. Empero, los conflictos comenzaron a suscitarse en razón de que el territorio de cada grupo no estaba claramente demarcado. Lamentablemente, hasta el día de hoy es constante la puja entre criollos e indígenas siendo el gobierno de la Provincia de Salta el responsable del conflicto por no tomar las medidas necesarias para demarcar los territorios correspondientes a cada uno de los grupos. Por otra parte, las actividades económicas que llevan adelante uno y otro grupo resultan contrapuestas. No pueden ambos grupos aprovechar adecuadamente el mismo territorio . Los criollos son esencialmente ganaderos.

En la actualidad nuestra tierra está empobrecida. Las vacas de los criollos la han arruinado. Las vacas han destruido los pastizales, la caña hueca, nuestras plantas alimenticias. Las vacas comen los brotes de los frutos; los árboles ya son viejos y ya no tienen fruta. Han acabado con los animales del monte, porque ocupan las aguadas y destruyen nuestros cercos y las cosechas.   

II.c. Reclamos efectuados por las comunidades: 

Las comunidades indígenas vienen realizando innumerables gestiones a fin de que el Estado reconozca su derecho de propiedad sobre los territorios que habitan. 

Si bien no resulta objeto de este reclamo internacional el derecho de dominio sobre los lotes fiscales 14 y 55, estimamos necesario que esta Comisión sea ilustrada brevemente sobre los vaivenes que han transitado algunos de los reclamos efectuados por nuestras comunidades. 

En el año 1984, se dirigió al Gobernador de la provincia de Salta una “Declaración Conjunta” en la que reclamábamos la entrega del título de las tierras, oponiéndonos tenazmente al parcelamiento del territorio
. 

Posteriormente, en 1991 la organización inglesa Survival International apoyó a las comunidades, interpretando el sentido del reclamo y la urgencia por encontrar una solución, respaldando una solicitud en el sentido de conformar un equipo de trabajo que realizara un informe que aportara sólidos argumentos a favor del legítimo reclamo de la propiedad comunitaria de la tierra. 

Con fecha 28  de julio de 1991, se presentó ante el gobierno de la Provincia de Salta el documento final, en el cual se refleja la importancia de la tierra comunitaria para nuestras comunidades. 

Así, en la presentación del documento se expresa: “Lo fundamental para nuestro pedido son los mapas en los cuales mostramos todos los lugares, con sus nombres en nuestros idiomas, que son importantes para nosotros. Son importantes porque son lugares donde vivimos o donde hemos vivido; son lugares donde recorremos para aprovechar los bienes que encontramos en ellos; también son lugares que nos hablan de nuestra historia. Los nombres tienen su significado –nos hablan de las plantas, de los animales, de los suelos, de las aguas o de algo que ocurrió en el lugar...”
. 

Finalmente y en lo que pensábamos que sería el paso decisivo en el largo camino recorrido para lograr la efectivización de la regularización dominial, entre las comunidades indígenas que representamos y el Sr. Director General de Adjudicaciones de Tierra Fiscales de la Provincia de Salta se firmó un acta acuerdo con fecha 5 de diciembre de 1991, en el marco de las leyes Nº 6570, 6469 y 6373 y sus decretos reglamentarios Nº 845/90 y 1467/90 y la ley nacional Nº 14942 a través de la que se acordaron las condiciones de adjudicación de los territorios en conflicto. Los puntos salientes del acta acuerdo fueron
:

1. El Gobierno de la Provincia acuerda adjudicar a través de la Dirección General de Adjudicación de Tierras Fiscales una superficie sin subdivisiones y mediante Título Unico de Propiedad a las Comunidades Aborígenes  enumeradas precedentemente y en las dimensiones suficientes para el desarrollo de sus modos tradicionales de vida de acuerdo a los estudios que fueran presentados al gobierno de la Provincia por las propias comunidades el día 28 de julio de mil novecientos noventa y uno.

2.     El Gobierno de la Provincia se obliga a suspender hasta la entrega de los títulos definitivos a las comunidades aborígenes y criollas de los lotes fiscales Nº 55 y 14, la emisión de autorizaciones, como la celebración de cualquier acto que implique la concesión de explotaciones forestales o agropecuarias en todo el territorio de los fiscales mencionados.

3. El Gobierno de la Provincia acuerda unificar los lotes fiscales Nº 55 y 14 y someterlos a un destino común a los fines del punto 1 de la presente acta-acuerdo a fin de garantizar a todas las Comunidades Aborígenes y a cada familia criolla que habita estos fiscales, el espacio necesario para su supervivencia y desarrollo. 

(...) 

Finalmente, el Gobernador de la Provincia de Salta emite un decreto,  a través del cual ratifica en todos sus términos el Acta Acuerdo
.


Empero, el cambio de gobierno a los cinco días de firmado el decreto, abriría un nuevo capítulo en la larga lucha indígena. En la esperanza de que las nuevas autoridades asumirían los compromisos adoptados por sus antecesores, nuestras comunidades trabajaron intensamente para conseguir la personalidad jurídica como “Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat”. En tal carácter, continuamos reclamando el título único para todas las comunidades que la integran. 


El decreto fue finalmente ratificado por segunda vez el 6 de noviembre de 1992. El nuevo gobierno manifestaba su voluntad de adjudicar las tierras de acuerdo a lo establecido.


El 13 de enero de 1993 el gobernador de Salta, promulgó el decreto Nº 18 creando una Comisión Asesora Honoraria para estudiar y hacer recomendaciones acerca de la metodología adecuada para concretar la entrega. Luego de dos largos años de deliberaciones y momentos de inercia debido a los vaivenes políticos, la Comisión presentó sus conclusiones en abril de 1995. En ella se recomienda hacer entrega a las comunidades indígenas de dos tercios de una superficie total de 640.000 has. y un tercio de ese territorio a las poblaciones criollas. En ella se sostiene que es urgente y necesario adjudicar tierras tanto a pobladores criollos como aborígenes, según procedimientos particulares. A los indígenas se les debería entregar la tierra reclamada respetando las “áreas de recorrido” de las comunidades con asentamientos en ambos lotes. Esta propiedad deberá ser comunitaria, sin subdivisiones y bajo título único. El área total a ser adjudicada (330.000 has.) representa el 42,2% del total de la superficie afectada, hallándose comprendidas en su casi totalidad en el lote fiscal 55.  Para los pobladores criollos se establece entregar 150.000 has., debiendo preverse 60.000 has. más para ser distribuidas entre familias en las zonas más degradadas
. 

A pesar de que la propuesta descripta ofrece una superficie menor que la reclamada por las comunidades indígenas, igualmente se la ha aceptado.

Sin embargo, luego de los estudios técnicos aprobados, las fundamentaciones jurídicas, la voluntad de las autoridades políticas expresada legalmente en el sentido de hacer efectiva la entrega de la tierra y el consenso indígena, seguimos sumidos en el mismo desconcierto e inseguridad, imposibilitados de gozar de los derechos que nos corresponden. 

III. Hechos:

III.a. Construcción del puente internacional Misión La Paz (Argentina) - Pozo Hondo (Paraguay), rutas y obras de urbanización:

Resulta entonces que hoy, a más de 15 años de iniciados nuestros reclamos y luego de ver pasar diferentes gobiernos que se arrogaron el derecho de frustrar nuestras esperanzas en forma permanente, aún seguimos nuestra lucha incansable en pos de la reivindicación de nuestros derechos. 

Y es justamente en base al incumplimiento por parte del Gobierno de la Provincia de Salta de otorgarnos el título de propiedad y en consecuencia debido a la inseguridad jurídica en que nos hallamos inmersos que en el año 1995 comienza la construcción de un puente internacional a través del Río Pilcomayo conectando Misión La Paz (Argentina) con Pozo Hondo (Paraguay). La construcción del puente se inscribe en el marco de un proyecto de desarrollo o integración de la región chaqueña al Mercosur (Mercado Común integrado por los países de Argentina, Paraguay, Brasil y Uruguay, con la participación de Chile). Además, se encuentran proyectadas las rutas correspondientes que completarán el corredor bioceánico (Atlántico-Pacífico) y un vasto plan de urbanización de la región que incluye un centro de control fronterizo, un casino de gendarmería, viviendas para los oficiales y suboficiales de gendarmería, un puesto de aduana y de migraciones, centro de salud, escuela, viviendas, comercios, estación de servicios, restaurantes, casas de cambio, tal como se desprende del plano de urbanización realizado por el Ministerio de Economía –Dirección General de Arquitectura- de la Provincia de Salta
.

El emprendimiento estatal –construcción de rutas y obras de urbanización- atravesará casi la totalidad de la extensión del área habitada por nuestras comunidades
. Indefectiblemente, las obras de mención modificarán la fisonomía de la región. Y en este sentido, debemos señalar que la región en la que se encuentran asentadas nuestras comunidades constituye una zona de baja densidad poblacional y escasos signos de urbanización. Así entonces, la modificación del hábitat de nuestras comunidades traerá aparejadas consecuencias vitales para la continuación de su actual forma de vida. 

Por otra parte, aún careciendo de informes sobre el impacto ambiental, podemos afirmar que la alteración proyectada indefectiblemente afectará las ya deterioradas condiciones ambientales de la región. El propio gobierno de la Provincia de Salta, en el decreto a través del que se crea la Comisión Asesora Honoraria para la regularización de la situación jurídica de los habitantes del lote fiscal 55 (Nº 18/93), reconoce la gravedad de la situación ambiental, asumiendo en teoría el compromiso de recuperar la degradación ambiental.    

Y en este punto debemos señalar que a pesar de que el Estado provincial estaba al tanto del serio deterioro ambiental de la región, las obras referidas fueron proyectadas omitiendo efectuar todo análisis de impacto ambiental. Además, omitió realizar cualquier consulta a las comunidades indígenas que son las directamente afectadas por las construcciones de las obras denunciadas. Tal actitud  se contrapone abiertamente con normas internas e internacionales, tal como se desarrollará en acápites posteriores.

En síntesis, la obra proyectada no tuvo en cuenta los intereses de los pueblos indígenas que habitan en la región, como así tampoco el daño que se ocasionará al medio ambiente.


Así entonces, viendo la amenaza que se cernía sobre nuestras comunidades, la Asociación Lhaka Honhat, interpuso un recurso de amparo a fin de que se suspendieran las obras de construcción del puente Misión La Paz-Pozo Hondo, así como cualquier otra obra de construcción, de urbanización o actos de alteración de la reserva Misión La Paz y/o de los lotes fiscales 55 y 14, invocando varias normas y especialmente los derechos reconocidos a los pueblos indígenas en la Constitución Nacional. Sin embargo, el recurso es rechazado. Apelado el rechazo ante el máximo tribunal interno, éste confirma el temperamento adoptado por el tribunal inferior, tal como se detallará en el acápite siguiente.  

Simultáneamente a la tramitación de las acciones judiciales, el Gobierno de la Provincia de Salta continuó y finalizó la construcción del puente y resulta hoy inminente la construcción de las rutas y de las obras de urbanización que se encuentran proyectadas. 

El 15 de mayo de 1998, el Sr. Gobernador de la Provincia de Salta, en una visita al pueblo de Santa Victoria Este, anunció el futuro reparto de tierras a los pobladores de la zona, prescindiendo del diálogo con las autoridades legítimas de las comunidades e ignorando posiciones asumidas en el conflicto, así como las instancias de conciliación desarrolladas con el auspicio de las autoridades de la provincia.

Posteriormente, el 21 de mayo de 1998, personal de la Dirección de Obras Públicas de la Provincia de Salta, bajo la supervisión de un arquitecto, se presentaron en Misión La Paz con la intención de realizar mediciones con relación al futuro plan de urbanización. 

En virtud de estos dos últimos hechos, el 1 de julio de 1998 enviamos una carta documento al Señor Gobernador de la Provincia de Salta, en la que reclamamos se informe al respecto, en razón de que los hechos aludidos revelan la intención de continuar las obras en nuestro territorio sin evaluar el impacto socioambiental de las mismas. Esta misiva no ha tenido respuesta hasta la fecha. 

Por último corresponde señalar que nuestras comunidades no se oponen al desarrollo de la región, ni siquiera a las obras proyectadas en la medida en que no se afecten nuestros legítimos derechos sobre el territorio y a la conservación de nuestra cultura. En tal sentido lo fundamental es que el trazado de las rutas y la localización de las obras de urbanización deberán realizarse sólo luego de un pormenorizado estudio de impacto ambiental y social , ya que es deber ineludible del Estado equilibrar los desafíos del desarrollo con la protección especial de las comunidades indígenas.

III.b.Actuaciones judiciales:


El 11 de septiembre de 1995, el representante judicial de la Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat, promueve Acción de Amparo contra la Provincia de Salta, ante la Corte de Justicia de esa provincia 
, a fin de que se ordene la inmediata suspensión de las obras de construcción del Puente Misión La Paz (Argentina)- Pozo Hondo (Paraguay), así como toda obra (urbanización, construcción de rutas) o acto de alteración de las reservas de Misión La Paz y/o de los lotes fiscales Nº 55 y 14, Departamento Rivadavia de la Provincia de Salta; y como medida cautelar previa, solicita se dicte No Innovar, respecto de la obra de construcción del Puente Misión La Paz-Pozo Hondo y de las demás obras que están llevando a cabo en la zona, a fin de evitar mayores daños ambientales.



La promoción de esta acción se funda en que el Gobierno de Salta se lanzó a construir inconsultamente el puente internacional de referencia, sin efectuar previos estudios de impacto ambiental, proyectando además, una urbanización que comprende edificios de comercios, restaurantes, casas de cambio, etc.; como así mismo, la construcción de una ruta por medio de la la Misión La Paz y de todo el lote Nº 55 y 14 del Chaco salteño. Ello importa una flagrante violación a derechos reconocidos en normas provinciales constitucionales e internacionales que tendrán consecuencias devastadoras para el ecosistema y el medio ambiente de la región.


De concretarse todas las obras proyectadas los pueblos indígenas que habitamos la región, seremos desplazados de los territorios que ocupamos inmemorialmente, viéndose amenazada nuestra base de subsistencia , al cortarse las áreas de recorrido de caza y recolección que van desde el río Pilcomayo hasta el monte.


El 8 de noviembre de 1995 la Corte de Justicia de Salta resuelve no hacer lugar a la Prohibición de Innovar solicitada
.


El 29 de abril de 1996 la Corte de Justicia de Salta resuelve rechazar la Acción de Amparo deducida por la Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat, señalando que: "Al limitarse el análisis al actuar de la Provincia de Salta, y al aparecer éstos como actos de ejecución de decisiones nacionales no cuestionadas en el presente, y que tienden a la integración de tales comunidades en la vida nacional, existiendo en juego intereses sociales y económicos que fueron determinantes de tales obras, los actos se muestran como carentes de ilegitimidad o arbitrariedad manifiesta, lo que por sí impide el progreso de la acción interpuesta, dado que la dilucidación de esta cuestión exige un mayor debate y amplitud de prueba impropios del juicio expeditivo y rápido que nos ocupa"
 .


Respecto al perjuicio devastador que ocasionaría el emprendimiento de obras y proyectos en el medio ambiente, el Tribunal entiende: "que las obras y actos en cuestión pueden afectar, de alguna manera, a los accionantes, pero no surge que ello exceda lo razonable ... no se ha evidenciado realmente que se haya producido una restricción o una negación indebida de los derechos y garantías de la Constitución Provincial, ni tampoco la manifiesta existencia de un daño irreparable ... que justifique la procedencia de la acción intentada".


Con fecha 14 de mayo de 1996 los representantes legales de la Asociación, interponen Recurso Extraordinario Federal, el que resulta asimismo rechazado.


El 27 de febrero de 1997, se interpone recurso de queja por denegación de recurso extraordinario por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


El 5 de febrero de 1998 se notifica la resolución de la CSJN, por la que se desestima el recurso de queja, y se consuman las múltiples violaciones a los derechos humanos que hoy venimos a denunciar 
.

IV. Admisibilidad:

IV.a. Agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna:


Tal como se explicó in extenso en el acápite III.b., con fecha 11 de septiembre de 1995, la Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat, interpuso acción de amparo ante la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Salta, -en razón de las normas legales internas que rigen la competencia-. El día 29 de abril de 1996, la acción de amparo, resultó rechazada.


Posteriormente, se interpuso el pertinente recurso extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el cual fue rechazado en breve síntesis, el día 10 de diciembre de 1997 y notificado a esta parte con fecha 5 de febrero de 1998. 


En consecuencia, podemos afirmar que tal como lo exige la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se han agotado los recursos judiciales disponibles en el ámbito de la jurisdicción interna del Estado Argentino.


En efecto, dadas las características del caso traído a conocimiento de esta Honorable Comisión, el único remedio jurisdiccional adecuado o apropiado para prevenir la violación a los derechos humanos de nuestras comunidades indígenas, resultaba, sin margen de duda, la acción de amparo. Como quedará demostrado a lo largo de la presente denuncia, la prosecución de cualquier mecanismo jurisdiccional ordinario hubiera tornado inocua la protección reclamada. 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos en diversos pronunciamientos ha establecido las pautas para determinar los casos en que puede considerarse que el denunciante ha agotado los recursos de la jurisdicción interna de acuerdo a los principios de derechos internacional generalmente reconocidos.


Sostuvo el mencionado tribunal: “El art. 46.1.a) de la Convención remite a `los principios del Derechos Internacional generalmente reconocidos. Esos principios no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también a que estos sean adecuados y efectivos, como resulta de las excepciones contempladas en el art. 46.2. Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema de derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida. En todos los ordenamientos existen múltiples recursos, pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso específico, el recurso no es adecuado es obvio que no hay que agotarlo. Así lo indica el principio de que la norma está encaminada a producir un efecto y no puede interpretarse en el sentido de que no produzca ninguno o su resultado sea manifiestamente absurdo o irrazonable ... Un recurso debe ser, además, eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velázquez Rodríguez, sentencia del 29 de julio de 1988, Serie C Nº 4, párrafo 64 y 66). 


Expresó también el citado tribunal que “el agotamiento de los recursos internos no debe entenderse como la necesidad de efectuar, mecánicamente  trámites formales, sino que debe analizarse en cada caso la posibilidad razonable de obtener el remedio” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velázquez Rodríguez, sentencia del 29 de julio de 1988, Serie C Nº 4, párrafos 72). 


Debe señalarse que el artículo 25.1. incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechos.


Como ya la Corte ha señalado, según la Convención: “Los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones a los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1.), todo ello dentro de la obligación general a cargo de los mismos Estados de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (Casos Velázquez Rodríguez, Fairén Garbi y Solís Corrales y Godínez Cruz, Excepciones Preliminares, Sentencia del 26 de junio de 1987, párrafos 90, 91 y 92).


Dentro de los recursos judiciales disponibles para prevenir la violación a los derechos humanos, el amparo era el único remedio con tal virtualidad.


En efecto, dentro de nuestro ordenamiento jurídico interno la acción de amparo se encuentra prevista en el art. 43 de la Constitución Nacional de la siguiente forma:


“Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos  por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva”.


La principal característica de la situación aquí denunciada era la inminencia de la lesión a los derechos humanos de nuestras comunidades y la inexistencia de otra vía judicial que pudiera neutralizar la acción denunciada, con igual o similar urgencia. 


Así, al momento de seleccionar la acción judicial, resultaba inminente la construcción del Puente Misión La Paz-Pozo Hondo, así como otras obras –urbanización, construcción de rutas- o actos de alteración de la reserva de Misión La Paz y de los Lotes fiscales 55 y 14 y por ende el peligro cierto de sufrir daños graves e irreparables a los derechos de los integrantes de nuestras comunidades.


El único medio que podía conducir al remedio de la situación jurídica denunciada como violatoria de los derechos humanos, lo constituía indudablemente una acción sencilla y rápida, -la acción de amparo-, la que se interpuso y agotó, obteniendo el pronunciamiento negativo del máximo órgano jurisdiccional del Estado argentino. 

IV.b. Plazo:


La Comunidad fue notificada del rechazo de su Queja por denegación del Recurso Extraordinario por la Corte Suprema de la Nación el día 5 de febrero de 1998.
IV.c.Otros procedimientos:


Los hechos que integran la presente denuncia no han sido objeto de petición en ningun otro sistema de protección de derechos humanos. 
V. Derechos Violados: 

V.a. El derecho a la tierra tradicionalmente ocupada en el Derecho Internacional:


El Gobierno de la Provincia de Salta, sin realizar consultas con las comunidades indígenas afectadas, ni estudios previos de impacto ambiental, emprendió un plan de obras públicas en las tierras que estas comunidades han ocupado y habitado ancestralmente. 


Como fuera dicho existe un riesgo cierto de que el emprendimiento estatal provoque profundas alteraciones en nuestras tierras, ya que el recorrido de las rutas atravesará casi toda la extensión del área habitada por nuestras comunidades. La urbanización proyectada que comprende la construcción de hoteles, centros turísticos, casas y comercios, la llegada de una nueva población para cubrir la prestación de los servicios programados y para consumirlos, el flujo de vehículos en los nuevos caminos, el humo, el ruido, los hábitos y costumbres de gente extraña a las comunidades, entre otras innovaciones, provocarán un cambio radical del territorio que bien podría ser descripto actualmente como una zona montaraz, selvática, habitada por animales salvajes y sin signos importantes de urbanización.


Como esta Comisión podrá advertir con facilidad, la alteración del territorio tendrá profundas consecuencias sobre la vida del nuestros pueblos.


Si bien toda persona necesita un lugar para vivir y el ámbito de residencia es una condición central para el desarrollo de cualquier proyecto existencial, en el caso de los pueblos indígenas en general, y en particular de las comunidades a las que pertenecemos, el territorio en cuestión es el único lugar en que podemos existir. 


La vida económica de los pueblos indígenas de la zona, basada en la caza, la pesca y la recolección, de la que depende la supervivencia física - la vida y la salud-, pero tambien la identidad cultural - las creencias, el motivo de asociación de los miembros de la comunidad, las costumbres y los hábitos de la vida individual, familiar y social- está atada de manera inescindible a ese espacio esencial que es la tierra de nuestros ancestros. 


La tierra no es una mera posesión o un medio de producción, no es un bien que puede ser adquirido, sino un elemento material para ser gozado libremente y de acuerdo a prácticas ancestrales. Tierra y cultura se encuentran unidas por una relación especial, profunda y de índole espiritual.  


Como apunta al respecto Williams, esta relación única entre la identidad cultural diferenciada de los pueblos indígenas y sus territorios tradicionales, ha dado origen a la consagración de un principio central de los derechos humanos de los pueblos en el derecho internacional moderno, que es el derecho a la tierra ancestral ( cultural land )
 . 


Este principio puede rastrearse en importantes documentos e instrumentos internacionales. 


Así, el artículo 13 inc. 1 del Convenio 169 de la OIT impone a los Gobiernos: el deber "de respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera,  y en particular los aspectos colectivos de esta relación”. 


Este principio, en similares términos, está presente en el informe del Relator Especial de Naciones Unidas, Sr. Martínez Cobo, “ Estudio sobre el Problema de la Discriminación contra los Pueblos Indígenas”.


También se lo consagra en el Proyecto de Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
. Este documento prescribe: “Los pueblos indígenas tienen el derecho de mantener y fortalecer sus relación especial espiritual y material con sus tierras, territorios, aguas, costas y otros recursos naturales que tradicionalmente han poseído, ocupado o usado, y de asumir al respecto su responsabilidad frente a las generaciones futuras”. 


También se adopta el principio en el proyecto de Declaración Americana de los Pueblos Indígenas que fue aprobado por esta Comisión en febrero de 1997
.


La Comisión ha reconocido esta relación entre la tierra y la vida cultural de los pueblos indígenas en diversos informes
. Ha fijado como principio que “(d)eterminados grupos indígenas mantienen vínculos especiales con sus tierras traidicionales, y una estrecha dependencia con los recursos naturales que éstas les ofrecen, los cuales son esenciales para su superviviencia física y cultural” (CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en Ecuador
).  


A partir de este principio la Comisión afirma que las acciones tomadas por los pueblos indígenas: “se han centrado en la necesidad de proteger sus territorios tradicionales, debido a que el desplazamiento de aquellas tierras o el daño a éstas conduce sin excepción a graves pérdidas de la vida y la salud, y al daño a la integridad cultural de los pueblos indígenas...” .( CIDH, 1997, pag.122)


En el mismo documento se afirma en relación a la situación de Venezuela, que: “ La situación de los pueblos indígenas en el Oriente ilustra, de una parte, la conexión esencial que mantienen con sus territorios tradicionales, y de otra, las violaciones a los derechos humanos que amenazan cuando estas tierras son invadidas y cuando la tierra misma es degradada. Estos temas son de igual importancia para los pueblos indígenas de la Sierra y los de las regiones costeras. Para muchas culturas indígenas, la utilización continuada de sistemas colectivos tradicionales para el control y el uso del territorio son esenciales para su supervivencia, así como para el bienestar individual y colectivo. El control sobre la tierra se relaciona tanto con su capacidad para obtener los recursos que sustentan la vida, como para el espacio geográfico necesario para la reproducción de la vida cultural y social.” ( CIDH, 1997, pag.122).  


En el ámbito interno este derecho ha sido expresamente consagrado en la Constitución Nacional al señalar en su artículo 75 inc 17 que corresponde al Congreso: “ reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su identidad ... y la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y los demás intereses que los afecten..” Resulta claro que la norma constitucional consagra el derecho a las tierras aptas y suficientes para el desarrollo humano de los pueblos indígenas, y admite la íntima relación que existe entre la subsistencia del pueblo indígena y el uso de los recursos naturales de esas tierras, garantizándoles  la participación en la gestión de esos recursos.  


De tal modo, es la vulneración del derecho a la conservación del vínculo especial entre las comunidades y la tierra ancestral, el eje del problema debatido en este caso.


Los derechos que surgen del reconocimiento de este ligamen particular entre tierra ancestral y cultura, son independientes de los títulos que acreditan la propiedad comunitaria que el pueblo tiene sobre esas tierras.  Las tierras en cuestión han sido ocupadas por nuestras comunidades indígenas por generaciones, y son por lo tanto nuestras tierras ancestrales o culturales, más allá de la naturaleza del vínculo jurídico que se reconozca sobre ellas y del reclamo de propiedad comunitaria que en forma constante y pacífica se ha venido realizando desde tiempos remotos, con irrefutables argumentos, sin obtener aún respuesta.  


Ahora bien, en qué sentido afirmamos que las obras públicas afectan esta íntima relación entre el territorio y la vida comunitaria.


Nuestros pueblos indígenas son cazadores y recolectores. Esta actividad económica implica necesariamente la disponibilidad de frutos, peces y animales salvajes, y estos recursos se encuentran seriamente amenazados por diversos factores vinculados al programa de obras públicas del Gobierno Salteño, entre los que podemos mencionar : 

1. La introducción en la zona de nuevos grupos de población no indígena. Los hábitos y costumbres de los nuevos pobladores no indígenas, extraños a las costumbres y valores de las comunidades, actuará como una fuente de conflictos sociales en el área. 
 

2. La alteraciones en el medio ambiente que provocarán las rutas y obras de urbanización, alterando la fauna y flora silvestre que son los recuros económicos de los pueblos indígenas ; 3.El trazado proyectado de las rutas a través del territorio índigena destinado tradicionalmente como campo de caza y recolección, fuente de aprovionamiento de agua y para la elaboración de cercos de cultivo.  Adicionalmente las rutas y caminos tal cual han sido proyectados, alterarán los ancestrales recorridos de caza, esto es, la marcación de accidentes naturales que sirven tradicionalmente para guiar al cazador en el terreno en pos de la obtención de alimentos y recursos, tal como surge del informe antropológico que se acompaña
. Estos recorridos son el producto de una enseñanza trasmitida de generación en generación y constituyen un bagaje cultural valiosísimo e irremplazable.


En el caso de las comunidades de pueblos indígenas del chaco salteño, el concepto de tierra ancestral es claramente aplicable. Nuestra cultura se construye básicamente a partir de la actividad como cazadores-recolectores en el territorio tradicional. 



Esta actividad tiene influencia directa sobre la forma en que se concibe la relación con la naturaleza. Son relevantes en tal sentido las creencias de la comunidad en la existencia de un orden natural que determina la reproducción de los recursos, del cual formamos parte. El aprovechamiento de determinados recursos se realiza respetando ese orden natural . Por ejemplo, decimos que un árbol se enoja si se toman demasiados frutos, lo cual contribuye a la conservación de las especies y a su aprovechamiento por ciclos o estaciones.  


También la escala de valores sociales  se construye a partir de la actividad de supervivencia . El eje central de la identidad de los cazadores recolectores son el igualitarismo y la reciprocidad. En tal sentido la solidaridad en la distribución de los frutos y víveres entre las familias es el valor más importante a conservar.    


Son asimismo características de nuestros pueblos, en tanto cazadores-recolectores, las prácticas de reciprocidad en torno a la distribución de alimentos. Reciprocidad que se concreta a partir de instituciones sociales de muy diversa índole, siendo fundamentales las relaciones entre grupos de parientes con los cuales comparten la residencia denominados “grupo local o residencial”. Los grupos emparentados son familias chicas que se unen a las llamadas familias extensas ( integradas por una pareja de padres con sus hijas casadas y sus hijos/as solteros y abuelos) a partir de estos vínculos de reciprocidad en el reparto de alimentos .  De tal modo los vínculos de reciprocidad y las relaciones asociativas entre familias se originan en las modalidades de las prácticas uso y aprovechamiento económico de los recursos naturales y la reproducción social.


También las concepción del liderazgo político tienen estrecha relación con las prácticas de uso y aprovechamiento de los recursos naturales: los caciques, considerados los hombres sabios, conocedores del ambiente, poseedores de las mayores habilidades y destrezas para el desarrollo de las actividades económicas, pacificadores y conciliadores de las relaciones intra e inter aldeas, han recibido el saber de aquellos que los han precedido, en todo cuanto se refiere a la manera “cómo se hacen las cosas”.


En síntesis la diversidad en el uso de los recursos naturales de la tierra que tradicionalmente ocupamos, la libertad para tomar decisiones económicas, la autonomía de funcionamiento, las prácticas reciprocitarias y los valores asociados son los pivotes que permiten, aún con cambios, la reproducción social y cultural de los pueblos indígenas en el Chaco salteño.


La transformación profunda del área trás la construcción de las obras públicas proyectadas posiblemente impactará dramáticamente sobre las prácticas ancestrales de supervivencia, dificultando la obtención de alimentos y el uso y control de los recursos naturales. 


Es posible preveer, aún careciendo del debido estudio de impacto socio ambiental, que esta alteración no se limitará a afectar la integridad física de los pobladores indígenas, sino que desencadenará también una serie de cambios en nuestras costumbres, hábitos y por consiguiente en nuestra identidad cultural.  


La vida de cada miembro en particular y la cultura de los pueblos indígenas que representamos en general, están al mismo tiempo amenazadas. Una cosa lleva a la otra. La extinción de otros pueblos índigenas, Cofan, Ache y Tatetes, son una prueba más que suficiente de como funciona esta relación de interdependencia.
  


De tal modo, es la alteración de esta relación especial con la tierra ancestral sin previo análisis de sus consecuencias -que afecta en forma simultánea e interdependiente la supervivencia física y cultural de los pueblos indígenas denunciantes-, el  conflicto central en este caso, que origina un complejo de violaciones de otros derechos humanos que procuraremos detallar. 

V. b.. Derecho a la Vida, a la Intregidad Física, a la Salud y a la Subsistencia. (art. 4 Convención Americana sobre Derechos Humanos -en adelante: la Convención-, art. 5 de la Convención, art. XII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre -en adelante la Declaración-, art.XI de la Declaración, art. 1.1. de la Convención): 


Como surge de la prueba reunida, a pesar de carecer del estudio sobre el mpacto socioambiental, resulta posible preveer que las obras de la forma en que se encuentran proyectadas implican un grave riesgo para la disponibilidad de alimento y las actividades de subsistencia de nuestros pueblos, por el daño en los recursos naturales de que nos valemos y la invasión de los campos de caza y las áreas de recolección.  También la salud, la integridad física y eventualmente la vida de la población indígena, se ve afectada por la llegada de extraños que actúan como agentes portadores de enfermedades y epidemias. Esta situación que se presenta en el Chaco Salteño es similar a la verificada por esta Comisión en Ecuador y Brasil
.  Como ha sostenido la Comisión: “El derecho a que se respete la vida individual no se limita, sin embargo, a la protección contra la muerte provocada de manera arbitraria. Los Estados parte deben tomar ciertas medidas positivas para salvaguadar la vida y la integridad física. La contaminación ambiental grave puede presentar una amenaza a la vida y la salud del ser humano, y en su debido caso puede dar lugar a la obligación del Estado de tomar medidas razonables para evitar dicho riesgo, o las medidas necesarias para responder cuando las personas han sido lesionadas” (CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador, 1997, pag. 94.).  Esta opinión de la Comisión está en línea con la interpretación del artículo 6 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos realizada por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas: “El Comité ha notado que el derecho a la vida ha sido usualmente interpretado de modo restrictivo. La expresión “derecho a la vida inherente a la persona” no puede ser entendida de una manera restrictiva, y la protección de ese derecho requiere que el Estado adopte medidas positivas. En relación a ello, el Comité considera que sería deseable que los Estados Parte adopten todas las medidas posibles para reducir la mortalidad infantil e incrementar las expectativas de vida, especialmente procuranto eliminar la desnutrición y las epidemias” (Observación General Nro. 6, Report of the Human Rights Committee. Official Records of The General Assembly, 37 th Session, Supplement Nro.40 -A 39/40-, 1982. En igual sentido la Observación General Nro. 14 sobre el derecho a la vida y las armas nucleares-A 40/40- ).


En este caso el Estado ha violado estos derechos al incumplir su obligación de garantizar su goce y prevenir su vulneración por parte de terceros. Las obligaciones que imponen los artículos mencionados se extienden a una etapa de prevención en procura de salvaguardar la vida, evitar el daño potencial en la salud o la integridad física, o la eliminación futura de los medios habituales de subsistencia.  Esta obligación de prevención imponía al Estado realizar el estudio del impacto ambiental, social y cultural de las obras públicas que se desarrollan en el territorio ancestral de los pueblos indígenas reclamantes. La omisión provoca la violación de los derechos reseñados.  


Una vez más, cabe destacar que no nos oponemos a la realización de obras de infraestructura que puedan contribuir al desarrollo de la región, sino a que éstas se realicen de forma intempestiva, omitiendo evaluar sus consecuencias para el medio ambiente y los pueblos que desde tiempos inmemoriales habitamos la tierra y que obtenemos de ella todos nuestros medios de subsistencia.

V. c. Derecho a la Cultura. (art. XIII de la Declaración, art. 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -en adelante: el Pacto-, art. 29 de la Convención): 


Para los pueblos indígenas el libre ejercicio de los derechos humanos es esencial para el goce y perpetuación de su cultura
. La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, consagra el derecho de toda persona a la participación en la vida cultural de la comunidad. En el caso particular de los pueblos indígenas ese derecho adquiere rasgos particulares. En tal sentido corresponde señalar que el Estado argentino ha ratificado el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, incorporándolos a su derecho interno, con rango constitucional, en la reforma de de 1994 (art.75 inc. 22 de la CN). También ha ratificado la Convención de los Derechos del Niño, incorporándola al sistema jurídico local con jerarquía constitucional.  Además el Estado argentino ha ratificado el Convenio 107 de la OIT y suscripto el Convenio 169 de la OIT aprobado por ley 24.071. Además el artículo  75 inc 17 de la Constitución argentina, dice que corresponde al Congreso: “reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su identidad ... “ 


En tal sentido, el principio pro homine aplicado en el caso como regla hermenéutica a fin de desentrañar las obligaciones internacionales del Estado en relación al contenido de la cláusula XIII de la Declaración Americana, obligan a a integrar su significado con el resto de las normas internacionales citadas, vigentes en el Estado denunciado, en tanto conduzcan a una mayor protección de las personas afectadas. 


En tal sentido el derecho internacional, tal como lo expresa el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reconoce el derecho de los grupos étnicos a la protección de “todas aquellas características que son necesarias para la preservación de su identidad cultural” ( Resolución Nro. 12/85, Caso 7615 -Brasil-, marzo 5 de 1985. Publicada en Informe Anual de la CIDH 1984-85
). Este artículo estipula que en los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o linguísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su vida cultural, a profesar y practicar su propia religión ya a emplear su propio idioma”. La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, de la cual Argentina es parte, reconoce expresamente los mismos derechos para los niños. Como fuera dicho Argentina también es parte del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el cual reconoce el derecho de toda persona de tomar parte en la vida cultural de la comunidad. Este derecho asume un contenido particular vinculado a las características de los pueblos indígenas en el Convenio 107 (artículos 11 y 13) y 169 de la OIT (en especial artículo 7 inc. 3, y artículo 13 inc. 1). 


La interpretación de las normas señaladas a fin de integrar el contenido del derecho consagrado por el artículo XIII de la Declaración Americana, conducen a afirmar que los Estados tienen el deber de adoptar conductas positivas para proteger la identidad de una minoría y los derechos de sus miembros a disfrutar y desarrollar su cultura en común con los demás miembros de su grupo
.  Estas medidas positivas, comprenden la realización de estudios a fin de evaluar la incidencia social, espiritual, cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo puedan tener sobre los pueblos indígenas.  


En este caso, el Gobierno de la Provincia de Salta, y el Estado argentino en los términos del artículo 28 de la Convención Americana, han omitido desarrollar esta conducta, pues emprendieron un plan de obras públicas sin evaluar siquiera el efecto que la alteración de las tierras tradicionalmente ocupadas provocará en la cultura de las comunidades que allí habitamos. 


Por ello, el Estado argentino ha incurrido en la violación del derecho a la cultura y a la preservación de la identidad cultural de los pueblos afectados y de sus miembros. 

V. d. Derecho a fijar el lugar de residencia. (art. 22 de la Convención y 27 del Pacto): 


La Comisión en su informe sobre el pueblo Miskito tuvo oportunidad de señalar la importancia que para la preservación física y cultural de los pueblos indígenas tenía el lugar de origen, donde habían fijado, desde tiempo ancestral, su residencia .


La Comisión dijo al respecto: “Las dificultades que sufre una población indígena como resultado de un traslado pueden afectar a dicha población en forma grave, considerando los vínculos especiales que ésta tiene con su tierra de origen. En el complejo esquema de valores de la población indígena, lo que da sentido a la vida es su intrínseca vinculación con su tierra, con su ganado, sus plantaciones, sus camposantos, su religión y un complejo nexo de otros elementos que se combinan para infundir al territorio un profundo contenido espiritual. En dicha cultura, el sentido de valor está profundamente vinculado al lugar de origen. Por ello resulta importante que la comunidad internacional se esfuerce en evitar si es posible, estas conmociones entre las poblaciones indígenas” (CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos de un sector de la población nicaragüense de origen miskito
).


En tal sentido analizó en ese informe el derecho de residencia consagrado por la Convención Americana a la luz de las características particulares y la cultura de un grupo determinado, que era objeto de ilegales desplazamientos.


El derecho de residencia establecido por el artículo 22 de la Convención Americana, debe ser analizado de acuerdo a la regla del artículo 29 de la Convención, a la luz del derecho consagrado por el artículo 27 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos. En tal sentido, cualquier interpretación de la norma a fin de establecer las obligaciones del Estado, debe considerar que el lugar fijado para vivir por los pueblos indígenas es único e irremplazable
. 


En este caso, la transformación y la degradación ambiental de los territorios tradicionales, por las obras públicas emprendidas sin la valoración dede sus consecuencias, como fuera ya mencionado, afectará claramente la posibilidad de los pueblos denunciantes de continuar habitando en el lugar en que han fijado, desde tiempos remotos: su residencia. La acción del Estado provincial, y del Estado argentino -art.28 de la Convención Americana- resulta de tal modo una violación del derecho consagrado por el artículo 22 de la Convención Americana. 

V. e. Derecho a la no injerencia en la vida privada y familiar. Derecho a la protección de la familia. (art.29 de la Convención, art. 27 del Pacto, art. 11 inc. 2 de la Convención): 


El derecho a la vida privada de los miembros de las comunidades denunciantes, también debe ser analizado en función de nuestras características culturales (art.29 de la Convención, artículo 27 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos). 


Es aceptado además, que la vida privada de las personas puede ser objeto de injerencias o intromisiones indirectas, tales como las consecuencias no evitadas de medidas adoptadas o consentidas por el Estado, no dirigidas directamente contra un individuo particular (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, -en adelante TEDH- Rayner vs. UK, Nro.9310/81) . 


En tal sentido se ha establecido que las obligaciones de los Estados en relación a este derecho no se limitan a un deber de respeto, sino que comprenden una serie de conductas de tipo positivo destinadas a garantizar el derecho frente a eventuales ataques de otras personas o obstáculos materiales que impidan su ejercicio. El TEDH estableció claramente que el objeto esencial del artículo 8 del Convenio Europeo, era la protección del individuo contra la acción arbitraria de las autoridades públicas y que  debían existir obligaciones positivas de los Estados inherentes al respeto efectivo de la vida privada y familiar ( Kroon vs. Netherlands, A 297, para 31 -1994). 


También se ha entendido que el concepto de vida privada no puede restringirse exclusivamente al ámbito cerrado en el cual el individuo vive su vida personal sin injerencias del mundo exterior.  Este concepto comprende el derecho de establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos o relaciones sociales (Tribunal Europeo de Derechos Humanos- TEDH-, Niemietz vs. Germany, A 251-B, párr.29, 1992 y McFeeley vs. UK, Nro.8317/78, 20 DR 44/91 - 1980). En tal sentido tanto la Comisión Europea de Derechos Humanos, como el TEDH, han procurado extender el concepto de vida privada más allá del estrecho significado de la idea anglosajona de “privacy”. 


De esta forma, se ha reconocido que la vida privada de las personas puede verse afectada por las molestias o daños producidos en el ámbito en el cual se desarrolla, tanto en el domicilio como en el medio ambiente. En tal sentido el TEDH entendió que el ruido intenso y persistente de las aeronaves que sobrevolaban la casa del denunciante, constituía una violación del artículo 8.1. del Convenio Europeo ( Rayner vs. UK, Nro.9310/81). Tambien se entendió que violaba dicha norma, el comportamiento negligente del Estado en el control de una planta depuradora de aguas y residuos, que causaba emanaciones de gas, olores pestilentes y contaminación afirmando el TEDH: “(q)ue atentados graves al medio ambiente pueden afectar el bienestar de una persona y privarla del goce de su domicilio de manera nociva para su vida privada y familiar..” ( Lopes Ostra vs. Spain, A 303-C,1994).  


En igual, el TEDH entendió que un Estado violaba estos derechos al privar a una persona de información esencial acerca de los riesgos que ella y su  familia corrían, al estar expuestas al peligro de una detonación explosiva accidental en una fábrica cercana a su domicilio  (Guerra and Others vs. Italy, 19/2/98). 


De los casos reseñados, surge con claridad que las obligaciones de los Estados en relación con el derecho a la vida privada y familiar no se limitan a un comportamiento negativo, de no injerencia o mero respeto. En los casos de afectación de este derecho por alteración del medio ambiente, se adjudicó responsabilidad internacional a los Estados por no haber impedido la contaminación, por no haber controlado o supervisado las actividades industriales contaminantes, por no haber subsanado los daños causados por la degradación del ambiente, e incluso por no haber garantizado el acceso adecuado a la información relacionada con los riesgos de eventuales explosiones cercanas al domicilio del reclamante. Está claro a partir de la jurisprudencia del Sistema Europeo de Protección de los Derechos Humanos, cuyo valor de guía de interpretación ha sido reconocida reiteradamente por esa Comisión, las conductas omisivas del Estado, en tanto deriven de ellas consecuencias perjudiciales para la vigencia del derecho, son asimilables a las injerencias arbitrarias o abusivas, y quedan por lo tanto comprendidas en el art. 11 inc. 2 de la Convención Americana.


En tal sentido la degradación ambiental y la alteración de los campos de caza y recolección en el territorio ancestral de los pueblos denunciantes, como fuera ya descripto en el punto anterior, impedirán el uso y goce tradicional del lugar de residencia y provocarán profundas alteraciones en la forma de vida de cada miembro de las comunidades y de nuestras familias. Alterarán nuestras costumbres, nuestros hábitos sociales e individuales y nuestras prácticas económicas. 


Es por ello que la realización de las obras denunciadas y la falta de información y de control sobre su impacto negativo en la vida privada y familiar de los miembros de las comunidades aborígenes denunciantes, constituyen una intromisión abusiva  violatoria del derecho consagrado por el art. 11 inc. 2 de la Convención.      


En la medida en que la alteración de las tierras tradicionalmente ocupadas determine un deterioro en la identidad cultural de los pueblos indígenas, también la identidad personal de cada uno de los miembros se verá trastocada. Un interés fundamental dentro de la esfera de la vida privada es la capacidad de una persona de determinar su propia identidad: decidir y luego ser aquello que se desea ser. Dentro de este poder o de esta capacidad del individuo está el decidir su nombre, su forma de vestir, su orientación sexual, y también, claro está, sus costumbres y sus tradiciones aún cuando ellas provengan de la cultura en la cual se ha desarrollado su vida. Se trata de un derecho para ser gozado no sólo en el ámbito de intimidad de una persona, pues todo ser humano debe ser libre de elegir cómo es reconocido por el Estado y de que manera se presenta ante los demás. El TEDH entendió que el derecho a la identidad personal integraba el derecho a la vida privada, al reconocer por esta vía el derecho de una persona de acceder a los registros públicos de nacimientos de un Instituto de Menores, para determinar quien era en realidad, y quienes eran sus padres biológicos (Gaskin vs. UK, A 160, parr. 36/37, 1989). 


En este caso es evidente que la afectación de la identidad cultural de los pueblos denunciantes, perjudicará directamente la identidad personal de cada uno de los miembros, definida a partir de la lengua, las costumbres, y las prácticas económicas y sociales de la comunidad en la que vivimos y con la cual mantenemos vínculos especiales.  


Las acciones y omisiones del Estado argentino que, tal como se aquí se denuncia, tienen por consecuencia directa la afectación del derecho de cada uno de los miembros de las comunidades indígenas a definir su identidad, resultan también una injerencia abusiva y arbitraria en la vida familiar.

V. f. Derecho de asociación.(art. XXII de la Declaración y art. 16 de la Convención): 


Como fuera explicado en el puntoV.a. las prácticas reciprocitarias entre las familias extensas y las familias emparentadas son claramente relaciones de asociación que se originan en las modalidades de las prácticas económicas y a su vez favorecen la reproducción. 


La subsistencia económica y cultural de los pueblos denunciantes resulta por ello impensable sin estos vínculos de asociación en base a la reciprocidad entre familias, lo cual por lo demás es común a todos los pueblos cazadores y recolectores. 


Estas relaciones de asociación entre familias tienen por lo tanto fines económicos pero al mismo tiempo fines culturales, siendo ambos inescindibles.  


La omisión del Estado argentino de realizar la evaluación de impacto ambiental de las obras públicas señaladas, producirá a un tiempo la afectación de las prácticas económicas tradicionales y la alteración del espacio físico en que se desarrollan estos vínculos de reciprocidad,  poniendo en riesgo claramente la posibilidad de las familias aborígenes de unirse en defensa de sus intereses, convirtiéndose de tal modo en obstáculos materiales para el ejercicio del derecho de asociación bajo las forma particular en que este derecho se ejerce en la cultura de estas comunidades.

V. g. Derecho de Propiedad.(art. 21 de la Convención): 


Está en juego en este caso la forma tradicional en que las comunidades indígenas denunciantes, usamos, poseemos y controlamos, nuestra tierra ancestral y los recursos naturales que existen en el ambiente, interés que queda comprendido claramente en los alcances del artículo 21 de la Convención Americana que en forma expresa protege el derecho de toda persona “al uso y goce de sus bienes”. 


El desarrollo realizado en el punto V.a. en relación a la alteración de la tierra de las comunidades y en particular, la degradación ambiental y la alteración de los campos y recorridos de caza, nos eximen de reiterar en este punto aquellas argumentaciones.


Sólo corresponde apuntar, a propósito del alcance del derecho de propiedad en relación a los miembros de las comunidades y a los pueblos indígenas denunciantes como sujetos de derechos, en este caso, que a la luz del artículo 29 de la Convención Americana, tal derecho debe ser entendido integrando su significado con lo resuelto por otros instrumentos vigentes en el Estado argentino. En particular el artículo 11 del Convenio 107 de la OIT, el art. 7 del Convenio 169 de la OIT, el artículo 75 inc. 17 de la Constitución Nacional de la República Argentina, y el artículo 27 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 


En tal sentido el inc. 17 del artículo 75 de la Constitución argentina garantiza la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que los pueblos indígenas tradicionalmente ocupan, y obliga al Parlamento a regular la entrega de tierras aptas para el desarrollo humano; agregando que ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegura además la participación en la gestión referida a sus recursos naturales y los demás intereses que los afecten. 


En tal sentido el derecho de estos pueblos al uso y goce de sus bienes comprende claramente la posibilidad de continuar con en la posesión de la tierra ancestral,  desarrollando sus prácticas económicas tradicionales, con la posibilidad de que las tierras que poseen continuen siendo aptas para el desarrollo humano y con la facultad de intervenir en las decisiones que pudieran afectar los recursos naturales cuya diversidad es el eje de una economía cazadora y recolectora
. 


Los actos públicos denunciados afectan de tal modo gravemente el derecho de propiedad reconocido en el artículo 21 de la Convención Americana, en los términos enunciados.

V. h. Derecho a la Información. (art. 13 de la Convención y arts. 2, 4, 5 inc.c, 7 inc.1 y 3, 15 inc.1 del Convenio 169 de la OIT): 


Como surge de esta denuncia el emprendimiento público que afecta la tierra ancestral de los pueblos indígenas denunciantes, fue realizado por el Estado provincial sin estudios de impacto ambiental ni consultas con las comunidades afectadas. 


El derecho de acceso a la información de toda persona tiene tiene un protección especial en relación a los pueblos indígenas, cuando está en juego la suerte de sus tierras, la conservación de los recursos naturales del medio que habitan y la supervivencia de su cultura. 


En tal sentido el derecho consagrado por el artículo 13 de la Convención, a la luz del artículo 29, debe ser integrado con lo previsto expresamente por el articulo 75 inc. 17 de la Constitución argentina, y los artículos 2,4, 5 inc. c y 7 inc. 1, 7 inc. 3, 15 inc. 1 del Convenio 169 de la OIT.


El derecho de los pueblos indígenas a ser consultados mediante procedimientos apropiados en relación a toda medida que pudiera afectarlos directamente (art. 5 inc. c del Convenio 169), se derecho a decidir nuestras propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo y de participar en la formulación de los planes de desarrollo que pudieran afectarnos (art. 7 inc.1 del Convenio 169), el derecho a que los recursos naturales se protejan especialmente, participando en la utilización, administración y conservación de los mismos ( art 15 inc. 11 del Convenio 169 OIT, art. 75 inc.17 Constitución argentina), el derecho a que los Gobiernos realicen estudios a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo puedan tener sobre ellos (art.7 inc. 3 del Convenio 169 OIT), conducen sin lugar a dudas a afirmar que es un deber ineludible del Estado proveer información o autorizar el acceso de pueblos indígenas a la información, referente a los proyectos que pudieran afectar nuestros intereses en la forma indicada. 


La Comisión ha afirmado al respecto: “Dado que la protección de los derechos de los individuos y las comunidades indígenas afectados por el petróleo y otras actividades de desarrollo requiere que se pongan en efecto medidas adecuadas de protección antes de que de que se produzca el daño, la Comisión recomienda que el Estado adopte las medidas necesarias ... para limitar a los colonos a las áreas que no transgreden con la posibilidad de que los indígenas preserven su cultura tradicional. Dicha protección requiere además que el Estado tome las medidas necesarias para garantizar la participación significativa y efectiva de los representantes indígenas en los procesos de toma de decisión acerca del desarrollo y otros temas que los afectan a ellos y a su supervivencia cultural. “Significativa” en este sentido necesariamente implica que los representantes indígenas tengan pleno acceso a la información que habrá de facilitar su participación”( CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Ecuador, 1997, pag.124)


De tal modo la conducta asumida por el Estado de no producir información sobre el impacto ambiental y cultural del emprendimiento, que es indispensable para que los pueblos indígenas puedamos asumir la defensa de nuestros intereses y participar de tal modo en las decisiones sobre el futuro de nuestros bienes, importa una violación del artículo 13 de la Convención Americana. También es una violación de este artículo la falta de consulta sobre el proyecto y no habernos permitido el acceso adecuado a la información pública referida al diseño y la marcha de la obra pública denunciada.
V. i. Derecho a la Protección Judicial. (art. 25 de la Convención): 


El artículo 25 de la Convención Americana es, sin duda, una de las piedras basales del sistema de protección de derechos: ya que, de no existir una adecuada protección judicial de los derechos consagrados en la Convención, la vigencia de todos ellos se torna ilusoria. Pero la protección de este artículo no se circunscribe a la obligación de tutelar jurisdiccionalmente los derechos, sino que también agrega una serie de requisitos para asegurar que la protección sea la adecuada.


Nos interesa, en el marco de esta denuncia, destacar tres de estos requisitos que resultan fundamentales para cumplir con la obligación estatal de asegurar el acceso a la justicia: en primer lugar, la necesidad de que el recurso judicial sea “sencillo y rápido”; que ampare contra violaciones a los “derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención; y, finalmente, que tal recurso debe realizarse de acuerdo al debido proceso establecido en el artículo 8 de la misma Convención.


Como ya lo destacáramos oportunamente, la acción de amparo era el único recurso “sencillo y rápido” que las comunidades tenían a su alcance para reclamar la vigencia de nuestros derechos esenciales. En el mismo sentido, ya nos hemos extendido también en los derechos fundamentales en juego en esta causa, protegidos, entre otras normas, explícitamente en el texto constitucional argentino, reformado de 1994. No creemos necesario entonces repetir estas consideraciones y allí remitimos.


Pero tal vez la más flagrante violación del artículo 25 que se ha consumado en este caso es la falta de adecuación del trámite judicial a las reglas del artículo 8, fundamentalmente en lo referido a la necesidad de una decisión acorde a derecho. En efecto, como sabiamente ha sentado esta Comisión: “El derecho a la tutela judicial efectiva prevista por el artículo 25 no se agota en el libre acceso y desarrollo del recurso judicial. Es necesario que el órgano interviniente produzca una conclusión razonada sobre los méritos del reclamo, que establezca la procedencia o improcedencia de la pretensión jurídica que, precisamente, da origen al recurso judicial. Es más, esa decisión final es el fundamento y el objeto final del derecho al recurso judicial reconocido por la Convención Americana en el artículo 25, que estará también revestido por indispensables garantías individuales y obligaciones estatales (artículos 8 y 11)” (CIDH, Informe Nro. 130/97, Caso 10.087; Argentina; #71).


A diferencia del caso citado cuyo informe hemos transcripto, no se trata en nuestro caso de un tribunal que se excusó de emitir una opinión sobre el fondo alegando una doctrina de dudosa lealtad a los principios de derechos humanos; sino que nos enfrentamos con una sentencia que hace caso omiso del planteo de origen y resuelve la cuestión con argumentos que nada tienen que ver con el reclamo presentado.


En efecto, la acción de amparo interpuesta tuvo como único objetivo el exigir que, previo a cualquier construcción, se realizaran las imprescindibles evaluaciones del impacto ambiental que tales reformas podrían provocar. Como también fuera explicado oportunamente, no se intentó de ningún modo evitar dicha construcción, sino que solamente se aspiraba a dejarla supeditada o condicionada por las eventuales catástrofes que pudiera acarrear en la región en la que ha vivido esta comunidad desde tiempos ancestrales. Realizado el estudio y adecuados los planes a las necesidades de subsistencia de la comunidad, nada impedía el desarrollo del emprendimiento.


A pesar de la claridad del planteo inicial, la respuesta judicial al reclamo de ningún modo siquiera consideró estas cuestiones y se limitó a decidir la demanda esgrimiendo razones que en nada contestan el pedido. La decisión judicial rechaza el amparo alegando una supuesta complejidad de la cuestión planteada –entre otras razones por la participación del Estado Nacional- y en el hecho de que todavía no se había producido un daño irreparable. En este sentido, es necesario destacar que la única decisión judicial que merece analizarse es la del Superior Tribunal de la Provincia de Salta, ya que la decisión de la Corte Suprema de la Nación no entró a considerar la cuestión de fondo. 


Dice entre sus párrafos la decisión del Tribunal Superior: “Del análisis de la presentación efectuada y elementos aportados, no puede concluirse sin lugar a dudas que la conducta de la Provincia de Salta sea manifiestamente arbitraria o ilegítima, pues tal condición debe surgir en forma evidente e indiscutible para poder ser neutralizada por esta vía sumarísima. La mera posibilidad de duda, pone en evidencia la necesidad de recurrir a vías ordinarias que permiten mayor posibilidad de debate y prueba. Y en este orden tiene enorme importancia la afirmación efectuada por la provincia y no discutida por la actora de que se trata de un puente internacional (de competencia del Estado nacional que tiene a su cargo todo lo que es relación con otros países) decidido por el gobierno federal en un acto no cuestionado por la actora, es decir respecto del cual no se ha afirmado su ilegitimidad o arbitrariedad...” (los destacados son nuestros).


Como queda palmariamente expuesto del párrafo citado, en primer término, la decisión del superior tribunal reduce a la nada la acción de amparo, exigiendo que no haya ningún tipo de dudas respecto del planteo formulado. Como la misma Comisión sabe muy bien, exigir la falta de dudas es lo mismo que vaciar de contenido cualquier planteo, ya que en todos los casos quedará algún margen de duda –cualquiera que fuese la materia a tratar, tal como lo demuestran, por ejemplo, los argumentos del Estado Hondureño en el ya célebre caso de Velázquez Rodríguez. Muchas más dudas, obviamente, existirán en un caso en el que, lo único que se está reclamando, es la realización de estudios previos, esto es, el análisis sobre las dudas que genera un ambicioso e improvisado proyecto. -.Más allá de éstas, no es fácil identificar cuáles son las dudas del tribunal respecto a la necesidad de realizar las mediciones reclamadas –que dogmáticamente rechaza sin analizar ninguno de los argumentos oportunamente planteados.


Pero, la decisión, también la reconoce “enorme importancia” al hecho de que se trate de un puente internacional que también incluiría al Estado Nacional. Aquí los argumentos jurídicos desaparecen y sólo nos restan las preguntas retóricas: ¿cuál es el motivo por el que la participación del Estado Nacional exime de responsabilidad al Provincial? ¿Cuál es la razón por la que un supuesto consentimiento de la actora de la acción federal la inhibe de reclamar ante su gobierno local? Más allá de que, como lo hemos demostrado, la iniciativa de este proyecto le corresponde en su totalidad al Estado Provincial, una supuesta intervención nacional de ningún modo es óbice para determinar la necesidad o no de realizar los estudios previos. 


En cuando al supuesto “ensanchamiento indebido del cauce del amparo” alegado por el mismo tribunal, debe destacarse que la jurisprudencia citada por el máximo tribunal provincial no trata, como en nuestro caso, de reclamos por estudios previos sino que, por el contrario, denunciaban el impacto en sí mismo que otras iniciativas urbanísticas tenían. Desde este punto de partida, no debe perderse de vista, una vez más, que estamos ante un mero reclamo para la realización de un análisis previo del impacto ambiental.


Finalmente, es particularmente ilustrativo de la falta de adecuación a los reclamos planteados de la decisión judicial la referencia a que “Es, además, la existencia de un daño actual, irreparable, inminente o consumado –no futuro o potencial- lo que justifica esta vía excepcional”. En nuestro caso, las obran ya se habían iniciado. No obstante la sencilla verificación de este hecho, para el tribunal la falta de estudios previos a la construcción de ese puente es un daño “futuro”.


La conclusión, entonces, es obvia, no ha existido un recurso judicial apropiado para asegurar la vigencia de los derechos reclamados. Por el contrario, es sencillo verificar que la petición presentada ante los tribunales tuvo una respuesta arbitraria, que de ningún modo resulta la conclusión razonada de la aplicación del derecho. Frente a una pretensión judicial específica, la jurisdicción prefirió hacer afirmaciones vagas y ajenas a la materia en conflicto. Como ya lo ha sostenido reiteradamente esta comisión, el acceso a los tribunales de justicia no se obtiene con el solo hecho de poder realizar libremente una presentación ante ellos, sino que requiere de una acción positiva del Estado por asegurar los derechos fundamentales. En nuestro caso, los tribunales prefirieron ignorar el reclamo, con excusas ajenas a la causa que consumaron la violación de los derechos peticionados.

V. Prueba:

ANEXO 1

Mapa de la Provincia de Salta. Lotes 55 y 14. (Fuente: “Antecedentes relativos a las tierras públicas del Lote Fiscal 55. Area Plicamayo. Provincia de Salta”. Gobierno de la Provincia de Salta. abril de 1995) 

ANEXO 2: Dictamen antropológico.

ANEXO 3: Mapas de las áreas de recorrido de la comunidades Wichi, Chorote y Toba . (Fuente: “La tierra que nos quitaron”, Morita Carrasco- Claudia Briones, Documento IWGIA Nro. 18Bs.As., noviembre de 1996)   

ANEXO 4: Mapa de Urbanización. Misión La Paz.

ANEXO 5: 

· Mapa Red Vial Nacional y Provincial Primaria (Dirección de vialidad de Salta)

· Llamado a licitación pública para la ejecución del Puente Internacional Misión La Paz- Río Hondo. 20 de septiembre de 1994.
       

· Resolución Nro. 211 D. Ministerio de Economía . Provincia de Salta. 22 de septiembre de 1994. Aprobación del legajo técnico de la obra.

· Decreto nro. 2581. Ministerio de Economía . Provincia de Salta. 2 de diciembre de 1994. Adjudicación de la obra. 

ANEXO 6: Escrito de Demanda Acción de Amparo interpuesta por la Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat.

ANEXO 7: Resolución sobre la Medida cautelar de Ni Innovar solicitada.

ANEXO 8: Sentencia Corte de Justicia de Salta.

ANEXO 9: Sentencia Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

ANEXO 10: Recortes Periodísticos.

ANEXO 11: Video: “Lhaka Honat: Nuestra Tierra”

 VI. Petitorio:


Por todo lo expuesto, solicitamos que:

1). Se tenga por presentada la denuncia, se dé traslado de la misma al Gobierno argentino.

2). Se inicie el trámite de un caso de acuerdo con los artículos 46 a 51 de la Convención y 19 del Estatuo, y consecuentemente se dé traslado de la denuncia al Gobierno de Argentina.

3). Declare a Argentina en violación de los artículos: art. 4, art. 5, art. 1.1., art. 29, art. 22, art. 11 inc. 2, art. 16, art. 13, art. 25 de la  Convención Americana sobre Derechos Humanos y los artículos  XII, .XI,  XIII y XXII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y  disponga la reparación de las consecuencias de la vulneración de esos derechos.

4). En su oportunidad recomiende al Estado argentino cumplir con sus obligaciones.

5) Agotados los procedimientos previstos en los arts. 48 a 50 de la Convención y si el Estado argentino no cumpliese con lo dispuesto en ese instrumento internacional, se solicita a la Comisión someta este caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


Solicitamos finalmente, que las futuras comunicaciones se dirijan a Rodríguez Peña 286 piso 1, (1020), Argentina, Tel. 54-1-371-3790  Fax 54-1-371-9968.


Aprovechamos la oportunidad para expresarle nuestros sentimientos de la más alta consideración y estima.

      Martín Abregú                                                                                Francisco Pérez

Director Ejecutivo CELS                                                                Coordinador General
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� OEA/Ser.L/VII.96, doc.10,rev.1, 24 de abril de 1997, pag.113.


�  Inmigración que vendrá a agravar los problemas ya generados en la antigua ecología por el establecimiento en la zona con el asentimiento del Gobierno Salteño de una población no indígena que con su explotación ganadera y agrícola ha devastado el hábitat y la propia vida económica de las comunidades. La Comisión en diversos informes ha constado los problemas que puede provocar en las comunidades indígenas la convivencia forzada con pobladores intrusos en sus tierras ancestrales. Desde nuevas enfermedades y epidemias, hasta el uso de las tierras con sistemas de explotación ajenos a los suyos tradicionales, expulsiones de las tierras ancestrales, violencia y penetración cultural. (CIDH, 1997-1, 101-105). 


�  Ver Anexo 2.
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�  “Toda cultura representa un singular e irremplazable cuerpo de valores desde el cual las tradiciones y las formas de expresión de cada pueblo representan los medios más efectivos para demostrar su presencia en el mundo” (Declaración de Mexico sobre Políticas Culturales. Informe Final de la Conferencia Mundial sobre Políticas Culturales, UNESCO, 2 de noviembre de 1966). 


�  OEA/Serv. L /V/II.66, doc.10, rev.1,1 de octubre de 1985, pag. 24, 31.
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� OEA/Ser.L/V/II.62, doc.10,rev.3, 29 de noviembre de 1983, 128/129.
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